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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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DERECHO DE PETICIÓN /  HUBO RESPUESTA / HECHO SUPERADO / Tal y como se presentan las cosas resulta evidente la vulneración del derecho de petición del cual es titular el señor Becerra Largo, pues a excepción de los numerales 4º y 5º de la solicitud dirigidos al Ministerio de Salud y la Protección Social, los demás ítems merecían, dentro del límite de su competencia, una respuesta de su parte, máxime cuando se trataba de sus funciones que le son atribuidas en el artículo 277 de la Constitución Nacional.

Ahora, como quiera que la entidad al momento de impugnar la decisión acreditó que atendió cada uno de los requerimientos que le planteó el actor y que puso en conocimiento de éste la respuesta, conforme se ve a folio 51 y siguientes del expediente, es claro que se presenta la carencia actual de objeto al haberse superado el hecho que originó la presente acción y en ese sentido habrá de revocarse la decisión impugnada.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintiséis de junio de dos mil dieciocho
Acta N° 0         de 26 de junio de 2018
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación presentado por la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el 10 de mayo de 2018, dentro de la acción de tutela que le promueve el señor AUGUSTO BECERRA LARGO.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Becerra Largo que el día 14 de febrero de 2018 elevó solicitud ante la Procuraduría General de la Nación, sin que a la fecha haya sido contestada, omisión que considera vulneratoria del derecho fundamental de petición, por lo tanto solicita su protección y como consecuencia se ordene a la entidad dar respuesta a su requerimiento.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción le correspondió por reparto al Juzgado Tercero Laboral del Circuito, despacho que la admitió y dispuso el traslado a las entidades accionadas por el término de (2) días para que se vincularan a la litis, verificado lo cual, la Procuraduría General de la Nación atendió el requerimiento indicando que la respuesta a la solicitud de la parte actora fue asignada a la Procuraduría Delegada de Salud, Protección Social y Trabajo Decente, dependencia que trasladó la petición al Director Jurídico del Ministerio de Salud y Protección Social, por ser de su competencia, decisión que le fue notificada al promotor de la acción.
En consideración a lo anterior, el juzgado ordenó la vinculación del Ministerio de Salud y Protección Social, concediéndole el término de la distancia para pronunciarse respecto al asunto, lo cual no hizo.
Llegado el día del fallo, el juzgado ordenó la protección invocada por el señor Augusto Becerra Largo al verificar que si bien la Procuraduría General de la Nación asignó la petición a la dependencia competente y ésta a su vez la remitió al Ministerio de la Protección Social, lo cierto es que la entidad accionada tenía el deber de dar respuesta al requerimiento en relación con los temas que eran de su incumbencia, como su intervención en la problemática respecto a las condiciones de accesibilidad a los establecimientos bancarios de los usuarios con discapacidades.  En tal virtud ordenó a la llamada a juicio, a través de la Dirección Jurídica, dar respuesta de fondo, clara y concreta a la petición del señor Becerra Largo.
Inconforme con la decisión, la Procuraduría General de la Nación la impugnó  trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos al dar respuesta a la acción, informando además que dio traslado de la petición a la División de Registro y Control de la Entidad, para que diera respuesta al interrogante No 9, al paso que señaló que en virtud de la obligación legal prevista en el numeral 5º del artículo 15 del Decreto Ley 262 de 2000, sólo atendería los requerimientos del actor relacionados con las funciones constitucionales y legales del Ministerio Público, lo que efectivamente hizo de acuerdo con la comunicación que acompañó la impugnación, lo que le sirve de base para solicitar que se declarare el hecho superado.

CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Correspondía a la Procuraduría General de la Nación atender el derecho de petición elevado por Augusto Becerra Largo?

¿Se configuró el hecho superado?

Antes de abordar la solución a los problemas jurídicos, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

Respecto al deber que le atañe a la Procuraduría General de la Nación de resolver las consultas elevadas por los ciudadanos, éste se encuentra consagrado en el numeral 5º del artículo 15 del Decreto Ley 262 de 2000, siendo asignada dicha función a la Oficina Jurídica de la entidad, pero sólo sobre las funciones constitucionales y legales del Ministerio Público.
2.   CASO CONCRETO

El demandante se duele del silencio de la entidad accionada respecto a la petición elevada el día 14 de febrero de 2018, vía correo electrónico a la Procuraduría General de la Nación, en la que solicita se le informe: i) si la Resolución No 14861 de 1985 expedida por el Ministerio de Salud, hoy Ministerio de la Protección Social,  en la que se insta a todos los establecimientos abiertos al público a contar con un baño público apto para toda clase de persona, también le es exigible a la entidades bancarias, ii) si existe una excepción legal para que los bancos no cumplan con dicha exigencia; iii) si se está dando cumplimiento a las Leyes 232 de 1995, 361 de 1997 y al citado acto administrativo; iv) si existe disposición que obligue a todos los establecimientos abiertos al público contar con baños aptos para ciudadanos que desplacen en silla de ruedas; v) qué acciones ha adelantado por esa entidad ante las entidades bancarias para verificar el cumplimiento de dichas directrices. 
Así mismo reclama copia de todas las solicitudes elevadas por otros ciudadanos respecto a la construcción de baños en las entidades financieras y bancarias, con la respectiva respuesta.
Por otro lado y descontextualizado del tema, pide al Procurador General de la Nación certifique si dentro del trámite de una acción popular, el delegado del Ministerio Público está obligado a asistir a la audiencia de pacto en primera instancia y a la sustentación de la alzada en segunda instancia y si ello es así, cuál es la consecuencia jurídica para el funcionario, si omite esa obligación.
Aunque la Procuraduría General de la Nación remitió la petición a la Procuraduría Delegada de Salud, Protección Social y Trabajo Decente para que diera respuesta a la petición; ésta dependencia terminó remitiéndola a la vez ante el Ministerio de Salud y Protección Social.
Tal y como se presentan las cosas resulta evidente la vulneración del derecho de petición del cual es titular el señor Becerra Largo, pues a excepción de los numerales 4º y 5º de la solicitud dirigidos al Ministerio de Salud y la Protección Social, los demás ítems merecían, dentro del límite de su competencia, una respuesta de su parte, máxime cuando se trataba de sus funciones que le son atribuidas en el artículo 277 de la Constitución Nacional.
Ahora, como quiera que la entidad al momento de impugnar la decisión acreditó que atendió cada uno de los requerimientos que le planteó el actor y que puso en conocimiento de éste la respuesta, conforme se ve a folio 51 y siguientes del expediente, es claro que se presenta la carencia actual de objeto al haberse superado el hecho que originó la presente acción y en ese sentido habrá de revocarse la decisión impugnada.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, el día 10 de mayo de 2018.

SEGUNDO: DECLARAR la carencia actual del objeto por hecho superado.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


CUARTO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
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